
INTRODUCCIÓN 

"En la Villa del Rosario de Cúcuta, a los seis 
días del mes de mayo del año del Señor de mil 
ochocientos veintiuno, se reunieron en virtud 
de precedente citación, en la posada del exce­
lentísimo señor Vicepresidente interino de la Re­
pública, General de División Antonio Nariño, 
para la instalación del Congreso General de Co­
lombia, mandado convocar por la ley funda­
mental de 17 de diciembre de 1819, los cincuen­
ta y siete Diputados que se hallan presentes 
en esta villa, de los nombrados por las diez y 
nueve provincias, que oportunamente han esta­
do en actitud de hacer las elecciones; y no obs­
tante que se notaba la falta de cuatro o cinco 
Diputados para el complemento de las dos ter­
ceras partes del número total, requeridas por 
el reglamento inserto en la convocatoria de 
veinte de enero del año próximo pasado para el 
acto de instalación, como ya el excelentísimo 
señor Vicepresidente había previsto y allanado 
esta dificultad por medio del decreto que tuvo 
a bien expedir con fecha del primero del co­
rriente . . ," . 

Así comienza el Acta de instalación del Con­
greso Constituyente de 1821. Que, al decir de 
José Gil Fortoul, "qziiso constituir una grande 



y poderosa República, y si la suerte de los Es­
tados dependiese solo de la sabiduría de sus 
leyes, habría asegurado por años o siglos la 
prosperidad de Colombia", 

Firmaron el acta de instalación del Congreso 
los siguientes Diputados: Antonio Nariño. Félix 
Restrepo, Fernando de Peñalver, Luis Ignacio 
Mendoza, Ramón Ignacio Méndez, Ignacio Fer­
nández Peña, Antonio M. Briceño, José A. Men­
doza, Manuel Campos, Francisco José Otero, 
Joaquín Fernández de Soto, J. Antonio Paredes, 
Miguel de Zárraga, Miguel Domínguez, Gabriel 
Briceño, José Ignacio de Márquez, Antonio Ma­
lo, José Antonio de las Barcenas, Nicolás Ba­
ilen de Guzmán, José M. Hinestrosa, Juan Ron-
deros, Bernardino Tobar, Benedicto Domínguez, 
Leandro Egea, Juan Bautista Estévez, Diego F-
Gómez, José Antonio Borrero, J. Francisco Pe­
reira, Vicente A. Borrero, Lorenzo Santander, 
Mariano Escotar, Alejandro Osorio, Pacífico 
Jaime, Salvador Camacho, José Cornelio Valen­
cia, Casimiro Calvo, Policarpo Uricoechea, Sin-
foroso Mutis, Cerbeleón Urbina, Francisco Gó­
mez, Ildefonso Méndez, Pedro F. Carvajal, Car­
los Alvarez, Mamiel Baños, Francisco Soto, Joa­
quín Borrero, Manuel M. Quijano, Joaquín Pla­
ta, Miguel de Tovar, Vicente Azuero, José Pru­
dencio Lanz, Miguel Santamaría, Andrés Rojas, 
Gaspar Marcano, Miguel Ibáñez, Pedro Gual, 
Diego B, Urbaneja. 

La instalación del Congreso se efectuó en la 
siguiente forma, según reza el Acta: 

"El excelentisimo señor Vicepresidente, asis­
tido de los Ministros del Interior y de Relacio­
nes Exteriores, revestidos igualmente del ca­
rácter de Representantes nombrados por las 
proíñncias de CaHagena y de Guayana, y acom-



panados de los demás Diputados, se dirigió a 
la Santa Iglesia Parroquial, donde, con asis­
tencia de todos y la mayor solemnidad, se ce­
lebró la misa del Espíritu Santo. Terminado 
este acto religioso, pasaron a la sala destinada 
para las sesiones del Congreso, donde tomó su 
excelencia lugar preeminente bajo el solio na­
cional. 

"Colocados los Diputados debidamente, su ex­
celencia el Vicepresidente leyó un discurso pro­
pio del acto, y conchado, puesto de pie pregun­
tó: ¿Son de opinión los señores Diputados que 
pueda procederse a la instalación del Congre­
so? Y habiéndose votado unánimemente que sí, 
dijo el Vicepresidente: El Congreso General de 
Colombia queda legítimamente instalado: en 
él reside la Soberanía Nacional. 

"^..Á propuesta del Vicepresidente se proce­
dió luega a nombrar Presidente y Vicepresiden­
te para el Congreso, y resultaron electos, a plu­
ralidad de votos, el señor Félix Restrepo para 
Presidente y el señor Fernando Peñalver para 
Vicepresidente. Se acordó que hubiese dos se­
cretarios elegibles por ahora, bien de los miem­
bros del Congreso, bien de fuera de su seno. Se 
entró en votación, y fueron nombrados a plu­
ralidad de votos los señores Francisco Soto y 
Miguel Santamaría". 

.̂.̂  Como era lo indicado, el Congreso entró a 
considerar el proyecto de Constitución para la 
República de Colombia- Y se consideraron dos 
cuestiones previas: el sistema federal o el cen­
tral. El proyecto de don Antonio Nariño, al de­
cir del historiador Restrepo, debía ser "cen­
tral por algún tiempo, y federal después". Pa­
lada a. una comisión, tuvo entierro de pobre. 
Disgustado Nariño, renunció la vicepresidencia. 



Y el Congreso, sin tomarse mucho tiempo, eli­
gió en su lugar a José María del Castillo y 
Rada. Infortunadamente, al egregio precursor 
le habia pasado su hora. 

Como estaba demasiado fresco el recuerdo ^ 
del régimen federal en la Primera República 
—llamada impropiamente Patria Boba—, se 
explica que la fórmula centralista terminara 
por adoptarse en la Carta de 1821. Además, no 
todo el territorio grancolombiano estaba libre 
del dominio peninsular. Y, en consecuencia, el 
régimen central resultaba más eficaz para re­
matar la giierra de independencia. Argumento 
que no carecia de fuerza, porque la fórmula fe­
deral requería elemento humano mejor prepa­
rado y una más avanzada organización social 

De antemano se sabía que Bolívar era deci- X 
didamcnte amigo del régimen central. Y San­
tander, como Vicepresidente de Cundinamarca, 
se sentía curado de veleidades federalistas. Sus 
dos principales tenientes, Vicente Azuero y 
Francisco Soto, fueron, entre los granadinos, 
resueltos defensores del centralismo. Que, en 
definitiva, fue adoptado. Pero, como lo anota 
el profesor David Bushnell, en su excelente 
estudio Santander en la Gran Colombia, "el A 
Congreso de Cúcuta se fue al otro extremo al 
colocar tres colonias que habían estado unidas 
débilmente entre ellas, bajo la dirección inme-
dioÁa de una sola administración central". 

%. Fue la Carta de 1821 de tendencias franca­
mente liberales. El principio de la soberanía 
nacional reposaba en la división de los poderes 
públicos, ejercida por un gobierno popular*y 
representativo. La potestad legislativa residía 
en él Congreso, integrado por dos Cámaras: la 
de Representantes y la de Senadores. El Pre­
sidente de la República elegido por cuatro años. 



La Corte Suprema se componía de cinco Ma­
gistrados, elegidos por las Cámaras a propues­
ta del Presidente de la República, y ejercían 
el cargo por todo el tiempo de su buena con­
ducta. Establecía un Consejo de Gobierno, for­
mado por el Vicepresidente de la República, un 
Magistrado de la Corte Suprema y los Secre­
tarios del despacho ejecutivo. Concedía el de-* ' 
recho ds sufragio a los colombianos casados o 
mayores de 21 años, dueños de propiedad raiz 
de valor mayor de cien pesos o que tuvieran 
profesión u oficio independiente. Cada cuatro 
años las Asambleas Electorales se reunían para 
elegir —en elecciones de segundo grado— el 
Presidente y Vicepresidente de la República, 
los Senadores y Representantes. 

Al enumerar las atribuciones especiales del 
Congreso, incluyó una muy importante, la vi­
gésima quinta, que decía: "Conceder, durante 
la presente guerra de independencia, al Poder 
Ejecutivo aquellas facultades extraordinarias 
que se juzguen indispensables en los lugares 
que inmediatamente estén sirviendo de teatro 
a las operación es militares, y en los recién li­
bertados del enemigo; pero detallándolas en 
cuanto sea posible, y circunscribiendo el tiem­
po que solo seria el muy necesario". 

Y en cuanto a las funciones, deberes y pre­
rrogativas del Presidente de la República, de­
cía el artículo 121: "En los casos de conmoción 
interior a mano armada que amenace la segu­
ridad de la República, y en los de una invasión 
exterior y repentina, puede, con previo acuerdo 
y consentimiento del Congreso, dictar todas 
aquellas medidas extraordinarias que sean in­
dispensables y que no estén comprendidas en 
la esfera natural de sus atribuciones. Si el Con­
greso no estuviese reunido, tendrá la misma fa-
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cuitad por sí solo; pero lo convocará sin la 
menor demora, para proceder conforme a síis 
acuerdos. Esta extraordinaria autorización será 
limitada únicamente a los lugares y el tiempo 
indispensablemente necesario". 

Para la administración de los Departamen­
tos se designaban Intendentes, nombrados por 
el Ejecutivo, para períodos de tres años. En cada 
provincia un Gobernador, subordinado al Inten­
dente y con período igual. Se prorrogó el siste­
ma colonial de los cabildos. 

En el capítulo de las disposiciones generales -̂  
se consagraron, con método y precisión, las ga­
rantias ciudadanas. Como la libertad de pren­
sa, sin censura previa, pero responsable, según 
las leyes. El derecho de petición, la inviolabili­
dad del domicilio, de las personas, de los pape­
les privados y de la correspondencia. Garantía 
respecto a detenciones arbitrarias por abusos 
de autoridad. Presunción de inocencia, mien­
tras no hubiera declaratoria de culpabilidad, 
de acuerdo con la ley. Finalmente, se consa­
graban las siguientes libertades: de industria, 
de asociación y de reunión. 

En su articulo 5'?, la Carta de Cúcuta con­
sagraba el principio de la obligación tributaria, 
como el deber de cada ciudadano de "contri­
buir a los gastos públicos". Se le dio, pues, al ^ 
impuesto un sentido social, como un deber de 
la ciudadanía, sin contraprestaciones de nin­
guna clase. Y en el mensaje con que se pre­
sentó la Constitución a los habitantes de Co­
lombia, se dijo, en memorables palabras, ins­
critas hoy en letras de oro en el Salón Elíptico 
del Capitolio Nacional: "No estaréis sujetos a 
otras contribuciones qne las que ellos (vues­
tros representantes), hayan propuesto y apro­
bado; 7iinguna carga se echará sobre alguno 
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que no sea común a todos, y éstas no serán 
para satisfacer pasiones de particulares, sino 
para suplir las necesidades de la República". 

Otras atribuciones para el Congreso incluía 
el inismo artículo 55: a) Decretar lo convenien­
te para la administración, conservación y ena­
jenación de los bienes nacionales; b) Contraer 
deudas sobre el crédito de Colombia; c) Esta­
blecer un banco nacional; d) Determinar y uni­
formar el valer, peso, tipo y nombre de la mo­
neda; e) Fijar y uniformar los pesos y medidas: 
f) Decretar la creación o supresión de los em­
pleos públicos y señalarles sueldos, disminuir­
los o aumentarlos; g) Fijar cada año los gastos 
públicos, en vista de los presupuestos que le 
someta el Poder Ejecutivo. 

Las normas fundamentales de la Carta de 
1821 sobre garantías sociales, constitución de 
los poderes públicos, funciones del Estado, etc., 
son. las mismas que, con modificaciones más o 
menos adjetivas, nos rigen en la actualidad. 

El 6 de Octubre de 1821 sancionó el Liber­
tador la Constitución de la República de Co­
lombia. Que solo vino a integrarse, posterior­
mente, en 1822, cuando el Ecuador, libre de la 
dominación española, se incorporó a la nueva 
nacionalidad, con el voto favorable de todas las 
mu nicipaiidades. 

Pero antes, el 28 de noviembre de 1821, "Pa­
namá espontáneamente y conforme al voto ge­
neral de los pueblos de su comprensión —es­
cribió Justo Arosemena—, se declara libre e in­
dependiente del gobierno español; y él territo­
rio de las provincias del Istmo pertenece al 
Estado republicano de Colombia, a cuyo Con­
greso irá a representar oportunamente su Di­
putado". 



Asegurada la independencia de la Gran Co­
lombia con la victoria de Ayacucho el 9 de Di­
ciembre de 1824, no tardaron en presentarse 
las primeras interferencias en el régimen cen­
tral. Ni el Libertador, ni los Diputados vene- > 
zolanos, habían sido partidarios, en Cúcuta, 
de que fuera Bogotá, la capital de la Repú­
blica. Se aceptó como "la residencia provisio­
nal del Gobierno", mientras se fundaba una 
ciudad con ese fin, que llevaría, posiblemen­
te, el nombre de Bolívar, 

Fue, en verdad, extraordinaria la obra legis­
lativa del Congreso de 1821, en un lapso de seis 
meses. Especialmente en materia de libertades 
públicas y educación nacional, expidió estatu- ^ 
tos importantes, cuyo enunciado define su tras­
cendencia: Sobre libertad de los partos, ma-
nuwAsión y abolición del tráfico de esclavos; 
sobre consagración de la libertad de impren­
ta, sobre la calificación y castigo de sus abusos; 
sobre extinción del Tribunal de la Inquisición, 
llamado tam.bién Santo Oficio; sobre extinción 
del tributo de indígenas, distribución de sus 
resguardos y exenciones que se les conceden. 

Fue, digna del mayor encomio, la preocupa­
ción del Legislador grancolombiano en materia 
educativa. Destinó a la enseñanza pública los 
bienes de los conventos menores, con menos de 
ocho religiosas, "exceptuando solamente los hos­
pitalarios"; fundó escuelas para niñas en los 
conventos de religiosas; estableció colegios o 
casas de educación en las provincias; reformó 
los antiguos planes educativos y los unificó en 
el territorio nacional; estableció escuelcts de 
primeras letras para niños de ambos sexos; 
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eximió de portes de correo a los periódicos y 
otros impresos; eximió de derechos de importa­
ción los libros, mapas, cartas geográficas, ins­
trumentos científicos, grabados, pinturas, es­
tatuas, antigüedades, bustos y medallas. 

Don Pedro Gual, en su carácter de dipu­
tado por Cartagena y de Ministro de Hacien­
da, se destacó en el Congreso de Cúcuta como 
experto hacendista. Eminente abogado, había 
adquirido, durante su permanencia en los Es­
tados Unidos, una excelente preparación en 
cuestiones económicas. Y presentó una serie 
de proyectos sobre régimen aduanero, orgáni­
co del papel sellado, reforma de la alcabala, 
fomento de la exportación de tabaco, elimina­
ción del estanco de aguardiente. Y, el más tras­
cendental de todos: la contribución directa, o 
sea, el impuesto a la renta. 

Fue muy marcada la preocupación de los 
legisladores grancolombianos por dar al aran­
cel aduanero una orientación proteccinista de 
las industrias domésticas, especialmente de la 
agricultura, aun a riesgo de reducir los ingre­
sos fiscales. Quedó prohibida la introducción 
por los puertos de la República del café, cacao, 
añil, azúcares y melazas. Pero sí se permitía 
"la introducción de los mismos articulos en 
buques nacionales procedentes de un puerto a 
otro de Colombia, sin causar derecho alguno, 
con tal que sean productos brutos naturales 
de nuestra agricultura e industria". 

•̂  Corno medidas correlativas a la protección 
industrial se eximió de pagar derechos de ex­
portación, por diez años, al café, al algodón, 
al azúcar, a las mieles, al aguardiente de caña, 
a las maderas de construcción. Y se rebajaron 
los mJ.smos derechos a los cueros, al cacao, al 
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añil, a las muías y a los caballos y a otros ar­
tículos no determinados. 

Y para fomentar el desarrollo de la incipien­
te industria nacional se eximió de derechos de 
importación la maquinaria agrícola, las herra­
mientas, las máquinas y utensilios para la ex­
tracción y elaboración del oro, la plata, el pla­
tino, el azogue, el cobre, el hierro y otros 
metales. Así como también "todas las máqui­
nas y utensilios que puedan conducir a mejo­
rar la navegación de nuestros lagos y ríos, 
como también las conducentes al fomento de 
nuestras manufacturas domésticas de lana y 
algodón". 

El estanco de aguardiente fue sustituido 
por un derecho de patente que deberían pagar 
los destiladores del licor, mediante el corres­
pondiente permiso para ejercer esa actividad y 
la prestación de una fianza para garantizar 
el pago de los respectivos derechos. 

Como es sabido, el estanco del tabaco fue 
causa determinante de la insurgencia de los 
comuneros a fines del siglo XVIII. No siendo 
posible su eliminación, como muchos lo pedían, 
se llegó a esta fórmula intermedia, en los con­
siderandos de la ley: "Que en las circimstan­
cias actuales no es posible desestancar la renta 
del tabaco sin causar grave disminución a las 
rentas públicas". No sin añadir a continua­
ción: "Es indispensable ir dando gradualmen­
te im,pulso ál cultivo de este precioso ramo de 
nuestra agricultura, hasta que pueda dejarse 
libre enteramente y extraer para el extranjero 
por cuenta de los particulares". El texto legal, 
se aprobó así: "Se conservará en toda la Repú­
blica la renta estancada del tabaco bajo las re­
glas que se han observado hasta ahora, sujetas 

16 



a las variaciones que provisionalmente haga el 
gobierno". 
r El Congreso de Cúcuta estudió ampliamen­
te el caos monetario que prevalecía en la na­
ciente República, en buena parte heredado de la 
Colonia. Y después de largos y complejos de­
bates se llegó a la conclusión de que el estatu­
to sobre unificación monetaria no podría ope­
rar en su integridad, como era lo deseable. Por­
que las gentes se manifestaban desconfiadas 
para entregar la moneda española a cambio 
de la que iba a ser acuñada por la República, 
que todvia no era reconocida por las potencias 
extranjeras. Además, el gobierno se veía for­
zado a destinar a gastos de guerra los escasos 
recursos de que disponía para retirar de la 
circulación la moneda española-

En consecuencia, para inspirar confianza, 
dispuso el legislador que toda la moneda de 
oro que se acuñara en Colombia tendría el mis­
mo peso y ley que se le daba por el gobierno 
español, "sin qtie de modo alguno haya la me­
nor diferencia". Y que el oro y la plata en pas­
tas se pagarían, también, al mismo precio a 
que los pagaba el gobierno español. 

Sin embargo, refiere el historiador Restrepo, 
que las primeras monedas de oro, con las ar­
mas de la República de Colombia, se acuñaron 
a principios de 1823; que se hizo una segunda 
acuñación de esas mismas especies en 1826. 
Pero, agrega, que a pesar de que esas monedas 
tenían el mismo peso y ley de las españolas, 
se recibían con descuento. Porque las españo­
lan tenían sobre las de la República la ventaja 
de ser recibidas en el exterior por su valor no­
minal . 

* * * 
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En muchos casos los legisladores granco­
lombianos se anticiparon a su tiempo, al ex­
pedir estatutos, noblemente inspirados, cuya 
aplicación a un medio social y económico inci­
piente, se tradujo en una serie de dificultades. 
Tal, por ejemplo, la ley d.el impuesto a la ren-

y ta. Que gravitaba, especialmente, sobre la pro­
piedad rural y urbana. Y la falta de un catas­
tro, medianamente organizado, fue él primer 
escollo con que tropezó para estabilizarse. Ade­
más, no se creó, para su dirección y recau­
do, una jurisdicción especial. Tal función se 
adscribió a los jueces políticos de los cantones, 
con funciones muy disimiles. Y el gravamen 
se tornó, finalmente, odioso por habérseles 
asignado a los recaudadores participación en 
los recaudos. 

sí. Por ley expedida en el mes de octubre de 
1821, el Congreso de Cúcuta abolió el tributo 
de indígenas, reconociéndoles a los aborígenes 
los mismos derechos que a los ciudadanos colom-
banos. Ese tributo lo pagaban los indios a la 
Corona Española en señal de vasallaje. Y, por 
consiguiente, no podia subsistir en la Repúbli­
ca. Sin embargo, al decir de un historiador, "su 
pago libertaba al indio de otras contribuciones, 
entre ellas la muy onerosa de la alcabada", 
Pero debe anotarse que la ley eximía a los abo­
rígenes, por un término de cinco años, de los 
derechos parroquiles y de cualquiera otra con­
tribución. Además, cuando el legislador refor­
mó el impuesto a la alcabala, eximió de pa­
garlo a la producción nacional, y exceptuó a 
los indígenas de la contribución directa. 

Fue, indudablemente, equivocado limitar a 
cinco años la exención tributaria. Como es de 
lamentar que, al restablecerse posteriormente 
la alcabala al mismo cinco por ciento de la épo-
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ca colonial, los indios sufrieran, al iniciarse la 
era republicana, iguales o mayores injusticias 
que antaño. Pero injusto seria, también, res­
ponsabilizar a nuestros proceres de tan abe­
rrante situación. Ya que su noble propósito 
no era otro que sacar a los indígenas de la pos­
tración de la época colonial. Y con ese fin eli­
minaron la mita, que los obligaba a trabajar, con 
mísero salario, al servicio de los terratenientes. 

Como también fue un error, a pesar de la 
noble intención qiie la inspiraba, la disolución 
de los resguardos de indígenas. Los legislado­
res grancolombianos, sin meditar en la triste 
situación de los aborígenes, después de tres­
cientos años de esclavitud, quemando etapas, 
les concedieron la ciudadanía, y pretendieron 
convertirlos en propietarios. El protector de in- /, 
dígenas, en el derecho indiano, cumplía fun­
ciones de vigilancia y defendía a los naturales 
contra las depredaciones de que eran víctimas. 
Al decretarse la disolución de los resguardos 
con el propósito de convertir al indio en pro-
pietaric individual, se puso de presente su in­
capacidad para ejercitar ese derecho, y, tam.­
bién, la falacia del minifundio. Y fue así como 
la tierra entregada al indígena, éste la traspa­
saba a los hacendados que, a poco, se convir­
tieron en grandes latifundistas. Porque los abo­
rígenes, acostumbrados a trabajar la tierra en 
comunidad, comprendían que ese sistema era 
de mejor rendimiento económico que el que po­
dían derivar de las exiguas parcelas. 

Â poco de expedida la legislación fiscal y eco­
nómica de 1821, diversos y poderosos intereses 
conspiraron contra ella. Don José María Sam­
per señala el origen de esa reacción, en primer 
término, en la alta clase social, poseedora de 
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grandes latifundios, defensora de la esclavitud, 
que debía su posición económica a las institu­
ciones coloniales. Menciona, también, a la casta 
militar que, por haber realizado la guerra de 
independencia, hacía sentir su influjo en los 
destinos de la República, y reclamaba deter­
minados privilegios. Finalmente, el clero que no 
miraba con buenos ojos ciertas reformas, que 
directamente lo afectaban, como la eliminación 
de los diezmos y de las manos muertas. 

Sin desconocer las causas anteriores, cabe 
observar, sin embargo, que en el mismo gobier­
no prevalecía el concepto de que las reformas 
de 1821, especialmente en materia tributaria, 
eran impracticables. Así lo reconocía el Vice­
presidente Saritander en mensaje al Congreso 
de 1823. "El Congreso de Cúcuta —decía— ex­
pidió leyes muy benéficas que disminuyeron las 
antiguas rentas coloniales, y la sustitución que 
adoptó para cubrir el déficit no ha correspon­
dido en nada a los presupuestos calculados". Y 
fue asi, como en los años posteriores, fueron 
restablecidos los estancos de aguardiente y de 
tabaco, la alcabala, los diezmos. Porque, como 
lo dijera el mismo Santander, no era posible 
destruir en pocos años la obra de tres siglos. 
Vencida España en los campos de batalla, pro­
longó su imperio en los de la economía. Hasta 
las primeras décadas de nuestro siglo XX-

El Congreso Constituyente de la República 
de Colombia se clausuró el 14 de octubre de 
1821. Y fue presidido, a partir del 6 de mayo, 
fecha de su instalación, por los siguientes Di­
putados: Félix de Restrepo, Alejandro Osorio, 
Fernando de Peñalver, José Ignacio de Márquez, 
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José Manuel Restrepo, Alejandro Osorio, Miguel 
Peña, Miguel Santamaría, Vicente Azuero. Y 
algunos de ellos lo presidieron en dos periodos 
distintos. 

La lectura de las Actas de ese Congreso deja 
la impresión del espíritu eminentemente civil 
y democrático que animaba a los legisladores 
grancolombianos. Todos los Diputados emula­
ban, en el propósito de organizar la nueva Na­
ción en forma estable, que la presentara como 
un ejemplo a todos los pueblos americanos, 

Y qué bello ejemplo de solidaridad el que die­
ron los venezolanos y granadinos cuando se 
abordó el tema de la deuda de la guerra de in­
dependencia, que separadamente habían con­
traído Venezuela y la Nueva Granada. Esa deu­
da —explicó el señor Gual— "era natural y 
reciproca". Y agregó: "La campaña de Vene­
zuela y la Nueva Granada ha sido un plan 
uniforme, pues las operaciones son tan com­
binadas, que Venezuela debe considerarse co­
mo él frente que resiste el enemigo, siendo por 
su situación las puertas de Cundinamarca, y 
así las armas que se han empleado en Vene­
zuela deben considerarse como igualmente em­
pleadas en la defensa de Cundinamarca". 

El Diputado Francisco Soto manifestó que 
estando sancionada la unión de la Nueva Gra­
nada y de Venezuela, bajo el nombre de Repú­
blica de Colombia, y siendo el tesoro uno solo, 
carecía de interés la discriminación de la deuda. 
Cerrada la discusión, se aprobó el texto legal, 
así: "Son reconocidas in solidum como deuda 
nacional las deudas que los dos pueblos han 
contraído separadamente, y quedan responsa­
bles a su satisfacción todos los bienes de la 
República". 
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Como aporte insustituible a la honrosa con­
memoración del Sesquicentenario de la Gran 
Colombia, ratificada solemnemente en la Villa 
del Rosario de Cúcuta el 6 de octubre de 1821, 
ha patrocinado el Banco Popular, en pulcra 
edición, la Carta y las leyes de aquel año, entre 
todos memorable. Al expresar, a nombre de la 
Academia Colombiana de Historia, a su ihistre 
Gerente General, doctor Eduardo Nieto Calde­
rón, nuestros agradecimientos por esta nueva 
muestra de patriótica colaboración, entregamos 
a las gentes de Venezuela, Ecuador y Colombia 
estas páginas que exaltan un glorioso pasado, 
muy digno de proyectarse en el tiempo. 

, Abel Cruz Santos. 


